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[bookmark: _Toc56539778]1. RESUMEN 


De acuerdo a la reforma  1819 de 2016 , artículo 339  en Colombia se transformó el ordenamiento jurídico en materia  penal y en lo  relacionado  con el  ámbito tributario  a través  del delito  consagrado en la  ley 599 de 2000  título XV de los delitos contra la administración pública, omisión del agente retenedor o recaudador y por medio de la misma reforma estableció  el delito de omisión de activos o inclusión de pasivos inexistentes, en consecuencia se ha creado un vínculo importante en la relación del derecho penal con el derecho tributario, con esta novedad resulta importante  iniciar un análisis jurisprudencial junto con los antecedentes normativos, que nos permitan hacer una descripción profunda del impacto  socio jurídico que surge desde la promulgación de esta.
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ABSTRACT

According to reform 1819 of 2016, article 339 in Colombia, the legal system in criminal matters and in relation to the tax field was transformed through the crime enshrined in law 599 of 2000 title XV of crimes against public administration, omission of the withholding or collecting agent and through the same reform established the crime of omission of assets or inclusion of nonexistent liabilities, consequently an important link has been created in the relationship of criminal law with tax law, with this significant resulting novelty start a jurisprudential analysis together with the normative antecedents that will allow us to make a deep description of the socio-legal impact that arises from the enactment of this law.
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[bookmark: _Toc56539779]3. INTRODUCCIÓN 

La combinación de dos áreas tan importantes como los son el derecho penal y el derecho tributario en el ámbito jurídico colombiano,   han venido creciendo mancomunadamente ejerciendo una influencia trascendental en las últimas reformas legislativas concernientes a  la protección de  la evasión  y elusión  tributaria  buscando   lo  más justo ya sea para el contribuyente o para la dirección de impuestos y aduanas nacionales, en Colombia hasta el momento solo se cuenta con dos delitos, en primera medida “ omisión de agente retenedor” que fue modificado por la (Ley 1819 de 2016a)  y que a su vez creo el delito de “ omisión de activos o inclusión de pasivos inexistentes”  lo cual para el presente nos da un campo de acción en el cual podemos hacer una serie de reflexiones que nos permitan estudiarlos  conjuntamente y analizar hasta qué punto en materia penal se ha progresado en cuanto a la responsabilidad jurídica de los evasores.

En segunda instancia  en cuanto al impacto a la propiedad intelectual, como aspectos relevantes debemos resaltar que unas de las finalidades de los trabajos de grado a nivel pregrado ( monografías) es el de ahondar en un tema de manera precisa y profundizar en una investigación o  investigaciones que se hayan realizado y de ahí asentar un punto de partida para una nueva observación , para efectos de la presente  ambicionamos con la posibilidad de aportar aspectos relevantes a esta controversia y lograr nuevos descubrimientos o en su defecto plantear una nueva concepción ideológica del tema.

[bookmark: _Toc56539780]4. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN

Con la reforma tributaria (Ley 1819 de 2016b) se penaliza la evasión de impuestos, a partir de consecuencias de la afectación del PIB entre el 3% y el 4%, por ende la unión entre el derecho tributario y el derecho penal es una necesidad en Colombia que desencadena cambios en materia tributaria, acorde con la reglamentación que existe hoy en día, y a pesar que la (Ley 599 de 2000) código penal colombiano,  ya resaltaba la penalización, esta solo era aplicable para agentes retenedores o personas responsables de realizar retención en la fuente, con la (Ley 1819 de 2016c)  extendió las faltas penalizables en materia tributaria, se enfocó solamente en la omisión de activos y pasivos inexistentes dejando  vacíos a quienes no han realizado la totalidad de pagos en mora de obligaciones formales, o en su defecto no generar la presentación de sus obligaciones tributarias, y así mismo creando una falsa expectativa de penalidad tributaria, ya que quien realiza la corrección de sus declaraciones y realiza enmendación de sus faltas tributarias, no acarrearía ningún tipo de proceso penal.

Por ende, la omisión de la norma y la falta de penas para el caso de evasión o elusión tributaria, hace que las finanzas del estado se vean afectadas por la falta de correctivos que sean consecuencia de los actos o faltas por parte de los sujetos pasivos que cumplan con su respectiva condena y sanciones acorde con lo facultado por la ley en cabeza de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales quien en adelante se denominará DIAN, quienes son los responsables por velar por el cumplimiento de los actos tributarios.

Con la (Ley 2010 de 2019) se ratifican las penas privativas de la libertad por los diferentes delitos tributarios, pero así mismo a través de la extinción de la acción penal se produce un acto el cual subsanaría las obligaciones del contribuyente, sin embargo está prevista por la corrección de la obligación formal presentada por el contribuyente y a su vez se somete a la liquidación oficial de revisión lo cual afectaría directamente los indicios presentados por la misma DIAN en desarrollo del respectivo procedimiento tributario.

Es importante precisar el alcance de las responsabilidades de un agente retenedor, ya que desde la misma naturaleza como lo menciona (Fajardo & Suarez, 2018) es un recaudo anticipado que asegura la obtención de recursos públicos, mientras que impuesto como el impuesto sobre la renta y complementarios, son tributos pagados directamente de la obtención de renta durante un año gravable, precisando y ahondando si las penas privativas son aplicables para ambos casos de la misma manera, sin tener en cuenta la naturaleza de cada uno se estos tributos o anticipos.

Por lo mencionado anteriormente se hace importante realizar este estudio, con fines de profundizar la aplicación de las penas privativas de la libertad, en los casos mencionados por la norma de evasión y elusión tributaria, su aplicabilidad, y lo más importante el manejo acorde con la evolución normativa que ha tenido tributariamente y penalmente en hechos materializados desde el año 2000, año en el cual se inició la penalización por actos que afecten los tributos en Colombia.

Para este trabajo es importante analizar las consecuencias penales y tributarias en la aplicación de los sujetos pasivos, pero del mismo modo el análisis de la evolución que se está marcando en Colombia a partir de la necesidad del cumplimiento de la norma tributaria, la cual debe apoyarse del marco penal Colombiano, y buscando la disminución de posibles fraudes tributarios como la omisión de activos, pasivos inexistentes,  costos y gastos procedentes, responsabilidades fiscales en obligaciones formales como la no presentación o pago de agentes responsables de retención en la fuente, y la no presentación de declaraciones de IVA impuesto al consumo  y de impuesto sobre la renta y complementarios, aplicables para personas naturales y jurídicas.
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Analizar la evolución normativa en materia penal de los delitos tributarios en Colombia a través de la ley 1819 de 2016 y la ley 2010  de 2019.

[bookmark: _Toc56539782]5.1 Objetivos Específicos

Identificar los principales cambios en materia penal relacionados en la tipificación de las obligaciones tributarias.

Analizar los antecedentes acorde a la legislación Colombiana, respecto a la jurisprudencia emanada por la Corte Constitucional.

Determinar la gravedad de las faltas tributarias por evasión o elusión por parte de los contribuyentes y agentes retenedores en relación con el derecho penal Colombiano.








[bookmark: _Toc56539783]6. ESTADO DEL ARTE

En los últimos 10 años en materia tributaria se ha tenido una evolución, de tal manera que varios autores han realizado diferentes estudios concernientes en materia penal tributaria, para el caso autores como Mantilla (2017a) manifiesta la importancia de la interacción entre el derecho penal y el derecho tributario, especificando actos como las omisiones de obligaciones formales y sustanciales en los agentes retenedores y actos como la omisión de activos y los pasivos inexistentes,  presentando un análisis crítico a partir  de los cambios surgidos en materia tributaria. A su vez  en el continente Europeo en materia de fiscalización tributaria el fraude fiscal ha tenido un colapso acorde con la crisis económica Martínez (2013), para Gómez & Díez (2003)  A través del  Corpus luris  se buscó la respuesta al enlazar la penalidad con la criminalidad económica dada desde la protección de los intereses financieros del continente Europeo.  Por otro lado en América del norte surge una tendencia desde el marco jurídico europeo en materia económica, denominando la extracción dogmática penal a partir de modelos europeos, analizando diferentes puntos del derecho penal económico, en los cuales se establece la responsabilidad penal de personas Jurídicas en desarrollo de la protección del mercado.

Organismos como la OCDE  buscan la pluralidad de los estados y la unificación de conceptos relacionados en materia penal y económica Martínez (2012) a su vez enfatiza la protección de la liquidez de los estados disminuyendo la evasión y la elusión de Tributos, que afectan directamente  la imposición del aumento de  condenas en materia penal económica como se denomina en Europa y directamente relacionado en materia penal tributaria. Para Valdez (s.f.). En Latinoamérica se parte del principio de justicia Tributaria y de los problemas sistemáticos dentro del derecho tributario a partir de la estructura de los vínculos jurídicos. Cárdenas (1994) resalta que la cultura tributaria de los pueblos ha llegado a tal magnitud de evasión que se ha convertido en alta peligrosidad hasta el punto de recurrir  al llamado Derecho penal tributario. 

Es importante resaltar que autores como (Precio, 2008) la obligación tributaria desde el derecho tributario el contribuyente no tiene  derecho alguno demandable al estado o al sujeto activo de la obligación tributaria, pero el estado a partir de argumentos constitucionales puede hacer reclamo de sus obligaciones desde un ámbito social.  (Lamarre, 2015) desde un ámbito tributario la elusión es parte fundamental en el desarrollo del derecho tributario ya que permite afectaciones en el derecho tributario y en consecuencias a los presupuestos del estado.

El estado Colombiano no puede ser la excepción respecto de las diferentes problemáticas de elusión y evasión tributaria, llegando al punto de la penalización tributaria, por ende se encuentran teorías relacionadas directamente como (Bolaños, 2017)quien manifiesta la importancia de la justicia tributaria como parte fundamental de los principios tributarios y los principios Constitucionales, la cual va relacionada con  la ética de la administración tributaria, que plenamente identifica como factor fundamental  de quienes representan al estado en la realización y funcionamiento pleno del derecho tributario como lo menciona  (Lozano & Tamayo, 2016). Sin dejar de lado en materia aduanera delitos que son penalizables en Colombia, respecto a actuaciones como el contrabando que van directamente relacionados con la evasión de impuestos ahondando en el déficit fiscal en Colombia.  Punto de vista que es compartido por Serrano (2000) la importancia de la penalización en el ámbito tributario y aduanero permitiendo la seguridad fiscal en Colombia con fines de mejorar y disminuir el déficit fiscal. Pero autores como Perdomo, Cabrera, & Camacho (2019) afirman precisamente, que la falta  de garantías en los diferentes procesos de evasión tributaria no permiten avances significativos en el fraude al fisco.
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[bookmark: _Toc56539785]7.1 Antecedentes

A lo largo del tiempo se ha estipulado en materia tributaria cambios que han permitido la evolución en materia procedimental, es decir la interacción del cumplimiento de las obligaciones sustanciales y formales y los castigos o penalidades emanadas desde el estatuto tributario, que son del mismo modo aplicables en apartes de la ley 599 del 2000 codigo penal Colombiano.

La conjugación de la penalidad en materia tributaria, abarca diferentes campos en Colombia, por ende a partir de autores como (Torres, 2010) el procedimiento tributario no es práctico y requiere demasiada tramitología para que el estado puede ejercer y velar por sus derechos acorde al principio Constitucional.

Para Piza (2009)  los primeros avances de la evolución en materia tributaria se dieron en los años de 1984 hasta el año 1991, años en los cuales marcan un cambio no solo en materia tributaria sino en materia política y los hechos sociales que enmarcaron esta etapa del país. Pero en la ley (75 de 1986) se dio el primer gran paso que es la unificación del estatuto tributaria, sin perder la identidad del marco tributario Colombiano lo que si se busco fue la simplificación de la norma tributaria a partir de las necesidades del estado en los métodos de recaudación del fisco en Colombia y los métodos a utilizar para este proceso.

Entre los cambios más relevantes mencionados por Pizza (2009) encontramos la simplificación de la aplicación de retención en la fuente en diferentes transacciones, los excesivos anexos para el control del impuesto sobre la renta, y la evolución de la generación de documentos a partir de la fe pública establecida para revisores fiscales y contadores en materia de responsabilidad fiscal por los hechos realizados por las diferentes personas naturales o jurídicas.

Entre los años de 1991 y 2002 se presentaron diferentes reformas tributarias, con cambios importantes como la creación del Gravamen a los Movimientos Financieros que en sus inicios se buscó el favorecimiento de la calidad del sector financiero en Colombia. Por lo cual y acorde con (Sánchez y Espinosa, 2005), durante estos años al igual que en el presente la principal razón de estas reformas fue el aumento de los ingresos tributarios para el estado, pero esto no significaba en este entonces el desarrollo de la productividad necesaria en materia tributaria, y constante evolución en materia tributaria con diferentes reformas como la ley 1607 de 2012 y  la ley 1739 de 2014.

A partir de la promulgación de la  reforma tributaria (Ley 1819 de 2016d) Mantilla (2017b) nacen los delitos tributarios,  por lo cual el derecho penal y el derecho tributario a partir de la defraudación o evasión fiscal teniendo como idea principal el no cobro del IVA o del Impoconsumo y consagró un tipo penal nuevo sobre la “omisión de activos o inclusión de pasivos inexistentes”. Mantilla (2017c) agrega que con esta reforma, el derecho tributario en materia procedimental puede apoyarse con el derecho penal permitiendo lograr el objetivo. Observando el artículo 434B del código penal Colombiano , este se enfoca como delito a la administración pública logrando así un efecto a favor del estado y su mitigación al fraude tributario.

Dos años más tarde Rojas (2019a) amplia la diferencia entre la (Ley 1819 de 2016e) y la ley 1943 de 2018 en la cual robustece lo expuesto en la (Ley 1819 de 2016f) y por lo cual el tratamiento independientemente de “Defraudación o evasión tributaria” que establece Rojas (2019b), el autor en estudio rata de manera exacta la modificación a través de la ley 1943 de 2018 de la siguiente manera:

Se integran delitos como “liquidación oficial lo cual implica de manera necesaria la expedición de un acto administrativo que defina el valor de los activos omitidos o de los pasivos inexistentes, valor que a su turno se somete a unos intervalos casuísticos por un sistema similar al que ya existe en los delitos de contrabando, de forma tal que se determinan tres límites: el primero de ellos que equivale a 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes a partir del cual la conducta pasa a ser delito, uno intermedio de 7.250 SMLV que incrementa la pena en una tercera parte y un límite superior por encima de los 8.500 SMLV a partir del cual la pena no solamente se incrementa en la mitad, sino que se pierde el beneficio de la extinción de acción penal por pago.(Rojas, 2019, p. 4)

[bookmark: _Toc56539786]7.2 Definición de términos básicos

Delito Tributario: Es un delito el cual se comete de manera alternativa que permite al declarar incluyendo costos y gastos no procedentes u omitir ingresos  que favorezcan al sujeto pasivo de dicha obligación (Guerrero 2019)

Omisión de Activos: Se da cuando el sujeto Pasivo no declara ciertos activos que figuren o estén a su nombre dentro o fuera del país. (Gerencie 2020)

Inclusión de Pasivos Inexistentes: Cuando se declaran pasivos que en realidad no pertenecen al contribuyente y no son parte del estado de situación financiera del contribuyente. (Gerencie 2020)

Agente retenedor: Es aquella persona natural o jurídica que está obligado a realizar retenciones en la fuente a título de renta IVA o ICA según sea el caso. (DIAN 2020)

Patrimonio: Son ciertos elemento propios del contribuyente persona natural o jurídica que están compuestos por derechos, bienes, y obligaciones respecto en términos de riqueza o bienestar de los individuos. (Conceptos económicos 2018)

Bien Jurídico: “Es todo bien o valor de la vida”  que está protegido por la misma ley ya sea perceptible o no perceptible con una garantía que este emanada por la ley. (Conceptos Jurídicos 2018)

Hacienda Pública: Es Parte de la economía que estudia la ciencia de las finanzas en el sector público y del estado, que en algunos de los casos estudia la economía mixta. (Conceptos Jurídicos 2018)

Impuesto: Impuesto hace referencia a tributo, la cual se mide a partir de ingresos o capacidad adquisitiva del contribuyente (concepto.co)
[bookmark: _Toc56539787]8. METODOLOGÍA 

[bookmark: _Toc56539788]8.1 Tipo de investigación

El tipo de investigación es de carácter descriptivo explicativo,  ya que se fundamenta en la observación de los diferentes comportamientos normativos en materia penal y tributaria en Colombia bajo los cuales se desarrolla la investigación.  Siendo parte esencial  de la metodología  de investigación,  la descripción se convierte en parte irremplazable del análisis del compilado de datos que son indispensables  para el desarrollo de los objetivos.

Por ende este proyecto investigativo examina  la evolución legal que ha tenido durante los últimos 10  años la penalización de las obligaciones tributarias , partiendo de la constitución política de Colombia, código penal ley 599 del 2000, estatuto tributario, jurisprudencia , conceptos unificados emitidos por la DIAN  y  reformas que han profundizado en el tema  llevando a un juicio de interpretación legal , obteniendo nuevos conocimientos en el campo de la realidad social relacionada directamente en el aumento de las condenas, sanciones  e  imposiciones penales de la evasión  y la elusión de las obligaciones tributarias. 
[bookmark: _Toc56539789]8.2 Técnicas de recolección de información

Para el apropiado desarrollo de la presente investigación se utilizará la técnica recolección de datos cualitativa ya que busca obtener información sobre el contexto y las características de un fenómeno jurídico social en las que se utiliza la recolección de documentos y registros jurisprudenciales o normativos ya existentes en la evolución histórica de la ley colombiana, del presente fenómeno investigativo a través de la compilación de todos los documentos necesarios que nos lleve al desarrollo del problema

[bookmark: _Toc56539790]8.3 Fuentes de información

Se efectuó un análisis de datos secundarios como la  Constitución política de Colombia, ley (599 del 2000) código penal,  estatuto tributario vigencias 2016, 2017,2018, y 2019,  acuerdos y decretos del senado de la república, jurisprudencias originarias de la corte constitucional de Colombia  conceptos unificados de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, trabajos respecto de la penalización de la evasión y elusión tributaria, modificación del Libro V del Estatuto tributario, y se aplicará un análisis descriptivo a las leyes 1819 de 2016, 1943 de 2018 y ley 2010 de 2019 informes fiscales de niveles de evasión, y controles anti evasión, desde el punto de vista descriptivo.

[bookmark: _Toc56539791]8.4 Estrategias metodológicas

La información obtenida, se consolidará y sistematizara de manera preliminar en bases de datos en Word  o Access.  Una vez afianzada y organizada, se desarrollará el análisis para la integración de los factores que influyen en materia tributaria y penal y la consolidación del cumplimiento de estas normas penales y fiscales, integrando los diferentes marcos normativos.
[bookmark: _Toc56539792]9. RESULTADOS Y ANÁLISIS

[bookmark: _Toc56539793]CAPITULO I: PRINCIPALES CAMBIOS EN MATERIA PENAL RELACIONADOS EN LA TIPIFICACIÓN DE LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS.

A lo largo del tiempo y en más de10 años en Colombia han existido diferentes modificaciones al código penal colombiano, una de ellas es a partir de la promulgación de la (Ley 599 de 2000) generando diferentes transformaciones y evolución continua; enfocada en contextualizar las penas privativas de la libertad, generando un escalamiento frente al derecho tributario, y dando  la importancia de acuerdo a los delitos que afectan el orden económico y social en Colombia. (Quintero, 1999).

Para Bravo (2008a) la legalidad del derecho tributario parte de diferentes elementos como el principio de legalidad del tributo, y el enfoque en la promulgación de esta a partir de la autoridad; de hecho, desde la Constitución Política de Colombia se habla de la regulación de los tributos, que hacen parte de la misma norma que lo crea,  y por ende dentro de la norma creada se habla de los actores participes de cada uno de los tributos como lo es el sujeto Activo, Sujeto Pasivo, base gravable, tarifa entre otros, pero así mismo para Bravo (2008b) uno de los errores más contundentes en materia tributaria, es el manejo de los términos y el entendimiento del mismo. Las sentencia (C-504 de 2002) la (C- 1043 de 2003) de la Corte Constitucional, permiten la completa validez de la transformación de los tributos, es decir como un impuesto puede convertirse en tasa o en contribución y  para el caso cabe nombrar la  (Ley 2010 de 2019) impuesto el cual en la medida de las circunstancias a través del Impuesto del Simple modifica el Impuesto de Industria y comercio y otro ejemplo claro es el Impuesto Predial, el cual posee características de Contribución, ya que la finalidad de este tributo es tener una contraprestación con la comunidad como calles en buen estado o sencillamente obtener saneamiento básico y condiciones dignas de vivir. 

Es importante mencionar que para abordar la historia de un cambio de materia penal tributaria, se parte de la tipificación de delitos relacionados con las Aduanas, a través del Contrabando, y la baja cultura tributaria en Colombia, lo cual en su totalidad hacen parte de los delitos tributarios de la nación, y por esta razón se hacen totalmente válidos los aparte de este trabajo en cuanto al principio de legalidad, el cual es la base para iniciar la ineludible aplicación de la norma penal y la responsabilidad de los contribuyentes o sujetos pasivos frente a las obligaciones contraídas con el estado (Ojeda 2008).

Ahora bien, para hablar de derecho penal y derecho tributario debemos partir, de la aplicación y el debido proceso de la materialización de hechos sancionatorios o privativos  de la libertad por evasión o elusión, que no necesariamente son a partir de tributos si no de responsabilidades dadas a personas jurídicas y naturales como agentes retenedores de impuesto sobre la renta o agentes retenedores del Impuesto al Valor Agregado. Pero para ello se debe obedecer al cumplimiento de 3 requisitos como lo menciona Mantilla (2017d) el primero de ellos “la potestad punitiva del estado” es decir que esta dado a la decisión de un juez de acuerdo  al grado de certeza y de los agravantes cometidos por el contribuyente o agente retenedor. El segundo “los tipos penales atiendan a todos los principios consagrados en la dogmática penal”  este se rige por la importancia y el grado de responsabilidad del contribuyente y en especial del agente retenedor como sujeto pasivo jurídico de los dineros recaudados para el estado. Y por último “las infracciones tributarias sancionadas penalmente sean consideradas por la sociedad de tal gravedad que su comisión es inaceptable para que se pueda vivir en sociedad”. Se expresa, que las pruebas y los hechos consideren a las personas sindicadas de estos delitos, se consideren un peligro para la sociedad.

De acuerdo a Castillo (1994) citado por Matilla (2017e)  la intervención del derecho penal en el derecho tributario no del todo es viable, ya que se debe partir de las obligaciones formales y sustanciales de los contribuyentes o agentes retenedores, es decir  que no toda vulneración al estado tributariamente ni omisión de incumplimiento de la obligación sustancial es penalizable, y  apartes de la Constitución Política de Colombia como los artículos 13,29, 228, y 229 hablan de la prevalencia de lo “sustancial sobre lo formal” por ende la obligación sustancial de pago de impuestos no sería suficiente elemento para considerarse un delito penal, aclarando que la obligación formal se convierte en un elemento probatorio de las responsabilidades básicas de un contribuyente y un elemento probatorio en materia procedimental tributaria.

Unas de las mejores maneras de poder analizar el grado de responsabilidad tributaria en relación a la obligación sustancial y formal es a partir de la naturaleza de las obligaciones formales y sustanciales de los tributos midiendo el grado de responsabilidad (si es impuesto directo o indirecto con base a las facultades dadas por la DIAN

[bookmark: _Toc56539794]Impuesto sobre la renta: Para Obando (2016) el impuesto sobre la renta se caracteriza por ser un impuesto directo, de tal manera que quién tienen la obligación formal tiene la obligación sustancial (presentar y pagar la declaración) sobre valores dados a partir del cumplimiento de condiciones para ser declarante del impuesto sobre la renta pero de acuerdo con DIAN (2020) para quienes no están obligados a declarar impuesto sobre la renta no tienen que pagar impuesto de renta, pero no siendo declarante puede tributar de manera indirecta cuando le realizan retenciones en la fuente, es decir cumple con una obligación sustancial más no con una formal.

De cualquier modo, pagar impuesto sobre la renta significa pagar un tributo a partir de obtener ingresos de la realización de una actividad, ahora bien la tipificación de la penas privativas de la libertad en Colombia y de acuerdo a la (Ley 1819 de 2016g) la aplicación se dará a partir de la omisión de activos o pasivos inexistentes después de cierto monto, es decir la tipificación de cárcel para evasoras para el caso del impuesto sobre la renta no es aplicable, no para quienes no presenten su declaración de renta ni tampoco para quienes no la paguen, es para las personas que tenga fraude en veracidad de la información relativa al patrimonio de ocultación o inexistencias en los datos, pero con la desaparición de la renta presuntiva existirán otros medios para poder evidenciar el fraude fiscal, o la generación de tributos a partir del patrimonio a sabiendas que el patrimonio no es generador de renta sin explotación del mismo, y solamente el impuesto al patrimonio es donde se busca el establecimiento de un tributo  a partir de 5.000 millones de pesos.

A partir de este indicio se plantea si las penas privativas de la libertad, van dirigidas en cuanto al impuesto sobre la renta a la inclusión o exclusión de ciertos valores o datos que no generan impuesto salvo en los casos de renta por comparación patrimonial, o en realidad a quienes evaden y eluden el pago de impuesto sobre la renta para personas jurídicas y naturales, por ende esto da que la aplicación de penas privativas de la libertad se enfocan hacia un nivel generado por enriquecimiento ilícito, sin proceder a la más importante debilidad es a la omisión y no presentación y pago de la declaración en este caso impuesto directo que genera, impunidad frente al artículo 95 de la Constitución Política y la carga fiscal.

[bookmark: _Toc56539795]Impuesto al Valor Agregado: Como bien sabemos y a lo largo del trabajo se ha mencionado el impuesto al valor agregado que en adelante se denominará IVA es un impuesto indirecto en el cual se fija las obligaciones en 2 tipos, la obligación formal quienes recaudan este tributo y la obligación sustancial para el consumidor final del bien o servicio quien asume la carga total al final de este proceso; por lo cual Jaramillo & Tovar (2008) afirman que el IVA es un impuesto dado al consumo y su relevancia está dada a partir de grabar “el bien final” y este se agrega al final de la venta más no dentro de la consecución de cada uno de los procesos de producción en la línea de manufactura que se logra identificar, así mismo el IVA es un impuesto que nace el año de 1989 y es un impuesto que ha tenido diferentes tarifas entre las que se clasifican en 0% que es aplicable para bienes y servicios exentos con derecho a devolución de los IVA´s descontables o IVA´s en el proceso de sus compras, tarifa del 5%  tarifa del 19%  entre las más comunes, que son diferentes a los bienes o servicios excluidos de IVA y no generan ningún tipo de este IVA o impuesto indirecto con estas características.

Adentrando en el campo de la penalización frente a este impuesto de carácter indirecto la (Ley 1819 de 2016h) en su artículo 338 modifica el artículo 434 A del código penal, penalizando  ciertas conductas que generan elusión y evasión; pero estas conductas están enfocadas hacia el impuesto sobre la renta y los agentes responsables de retención en la fuente, y en ningún aparte de la norma mencionada anteriormente, habla de temas relativos al IVA, por  lo cual abre una brecha en relación a la evasión y no presentación de este tributo sin tener ninguna penalidad para los años 2017, 2018, y 2019, ya que la aplicación de la norma tributaria es acorde a los años en los cuales se genera los procedimientos tributarios relacionados con elusión o evasión.

En la ley (2010 del 2019) se genera una evolución en materia relaciona al IVA, y a pesar de que el aparte generaliza a los tributos; su aplicación se da a partir del entendimiento de la norma, para lo cual el artículo 71 de la ley mencionada modifica el artículo de la ley 434B del Capítulo 12 del Título XV de la Ley 599 de 2000, dejando abierta la brecha no al tipo de impuesto,  sino en relación a las obligaciones formales. Dentro del aparte del articulado encontramos el siguiente enunciado:

“El contribuyente que, estando obligado a declarar no declare, o que en una declaración tributaria omita ingresos, o incluya costos o gastos inexistentes, o reclame créditos fiscales, retenciones o anticipos improcedentes por un valor igual o superior a 250 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inferior a 2.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, definido por liquidación oficial de la autoridad tributaria, será sancionado con pena privativa de la libertad de 36 a 60 meses de prisión.”

Nótese como en la legislación de la norma, se tienen términos como “El contribuyente” hablando de una sola persona jurídica o natural independientemente de las obligaciones tributarias que se encuentran en el Registro Único Tributario, da generalidad independiente del tipo de impuesto; así mismo se observan términos como “en una declaración tributaria omita ingresos, o incluya costos o gastos inexistentes” sin importar si es IVA o impuesto sobre la renta e ingresos gravados con IVA o costos que dan como producto IVA descontable, dan pie para la interpretación de penalidad sobre el IVA sin necesidad de tratarlo de manera individual, o de manera taxativa.

A pesar de estos intentos existen estudios los cuales genera una mayor brecha social relacionada con la evasión y elusión del IVA, por su afectación directamente a la clase media colombiana, esto quiere decir que las medidas tomadas por el gobierno nacional dadas en contra de los riesgos tributarios y presupuestales de la nación, y la generación de medidas en contra de la evasión son generales y no individuales, por lo cual las cifras nacionales arrojan los siguientes resultados:
[image: https://imgcdn.larepublica.co/i/1200/2019/12/18175208/Eco_evasion_Pag4.jpg]Figura 1: Comportamiento de la Evasión Tributaria
Fuente: Diario la República: La evasión equivale a 30% del total de lo que se recauda de impuestos al año.

Obsérvese que la evasión del IVA acorde con las instituciones internacionales en este caso el Fondo Monetario Internacional que en adelante denominaremos FMI afirma que la evasión de este tributo indirecto llega a niveles del 40% del total de evasión de todos los impuestos y tributos de carácter nacional, es decir casi la mitad del total de los tributos evadidos pertenecen al IVA; y el índice de programas de fiscalización solamente ocupa un porcentaje del 23% sobre los valores totales de evasión, en realidad es un panorama preocupante en relación con las finanzas del estado y el desarrollo de los programas gubernamentales, por lo cual la generación de penas privativas de la libertad en relación con el IVA es una necesidad de aplicación y modificación de manera perentoria, ya que de acuerdo al análisis normativo vs el análisis de las cifras,  han generado la situación actual relacionado con mayor carga contributiva, menos acciones de fiscalización, y un mayor hueco fiscal y afectaciones a la clase media del estado colombiano.

[bookmark: _Toc56539796]Retención en la Fuente: En cuanto a las retenciones en la fuente se debe partir de que no es un tributo sino anticipos a impuestos como el IVA o el impuesto sobre la renta, para lo cual, las responsabilidades fiscales frente al estado son mayores ya que son el primer eje en recaudo de retención en la fuente para ser presentada y declarada en los tiempos dados por la administración de impuestos, de tal manera que se evidencia un incentivo a la progresividad y pagos anticipados con el fin de mejorar los ingresos de la nación (Ariza, 2017). 

Precisamente en materia tributaria la naturaleza de la retención en la fuente surge con piso jurídico a través del (Decreto No 624 de 1989) para lo cual en su artículo 367 se manifiesta como la obtención de forma gradual de un impuesto, por ello bajo el (Decreto No 1625 de 2016) menciona la aplicabilidad en el titulo 4 en el impuesto sobre la renta da las obligaciones a los agentes retenedores.

Para efectos de la retención en la fuente precisamente se cuenta con 2 tipos de obligaciones, que recaen en diferentes personas, la obligación sustancial sobre el cual se efectúa la retención en la fuente, y la obligación formal que recae sobre el agente retenedor quien debe declarar y pagar dichas retenciones en los periodos determinados por la DIAN (Rodríguez & Rolón 2020).
La retención en la fuente posee una característica importante, la cual es generar anticipos también sobre las personas naturales que no son declarantes del impuesto sobre la renta, y dependiendo del tipo de actividad realizada se da  la aplicación de la tarifa de retención, generando mayor nivel de captación de recursos a favor del estado sin establecer descuentos en el momento de la presentación de la declaración de renta, ya que estas personas no cumplen con las condiciones para ser declarantes del impuesto de renta.

Adentrando en la naturaleza jurídica de la retención en la fuente, tenemos como primera característica que a diferencia del IVA y el impuesto sobre la renta el no pago de las retenciones en el momento de la presentación  o a más tardar dentro de los 2 meses siguientes a su vencimiento se dará por ineficaz la declaración (obligación formal) por lo cual la declaración no tendría ningún efecto legal, como lo menciona el (artículo 580-1 del E.T). “Las declaraciones de retención en la fuente presentadas sin pago total no producirán efecto legal alguno, sin necesidad de acto administrativo que así lo declare”.

Precisamente (artículo 580-1 del E.T) nos menciona su naturaleza y los efectos legales siguiendo su curso normal y términos de firmeza establecidos por la norma:
La declaración de retención en la fuente que se haya presentado sin pago total antes del vencimiento del plazo para declarar, producirá efectos legales, siempre y cuando el pago total de la retención se efectúe o se haya efectuado a más tardar dentro de los dos (2) meses siguientes contados a partir de la fecha del vencimiento del plazo para declarar. Lo anterior sin perjuicio de la liquidación de los intereses moratorios a que haya lugar. En todo caso, mientras el contribuyente no presente nuevamente la declaración de retención en la fuente con el pago respectivo, la declaración inicialmente presentada se entiende como documento que reconoce una obligación clara, expresa y exigible que podrá́ ser utilizado por la Administración Tributaria en los procesos de cobro coactivo, aún cuando en el sistema la declaración tenga una marca de ineficaz para el agente retenedor bajo los presupuestos establecidos en este artículo.
En el proceso tributario, y realizando un enfoque, hacia los responsables de la realización de las retenciones en la fuente, que en los 2 meses establecidos por la administración de impuestos no cumplen con el pago de dichas retenciones, se enfoca el inicio de un proceso tributario el cual da como primer momento perder el efecto legal sobre las declaraciones de retención en la fuente, pero a partir de este momento es donde la (Ley 1819 de 2016h) y la (Ley 2010 de 2019) dan una responsabilidad directa penal relacionada con las responsabilidades frente al estado por el recaudo de las retenciones y dineros que son del estado en el momento que se retienen.

Después de iniciar el proceso tributario por la inexactitud generada a través del (Artículo 580 del estatuto tributario), y haber agotado todas las instancias procedimentales enmarcadas en el Libro Quinto del estatuto en mención, se da inicio a un proceso penal tal y como lo establece el (Artículo 402 de la Ley No 1819 de 2016i);

La declaración de retención en la fuente que se haya presentado sin pago total antes del vencimiento del plazo para declarar, producirá efectos legales, siempre y cuando el pago total de la retención se efectúe o se haya efectuado a más tardar dentro de los dos (2) meses siguientes contados a partir de la fecha del vencimiento del plazo para declarar. Lo anterior sin perjuicio de la liquidación de los intereses moratorios a que haya lugar. En todo caso, mientras el contribuyente no presente nuevamente la declaración de retención en la fuente con el pago respectivo, la declaración inicialmente presentada se entiende como documento que reconoce una obligación clara, expresa y exigible que podrá́ ser utilizado por la Administración Tributaria en los procesos de cobro coactivo, aun cuando en el sistema la declaración tenga una marca de ineficaz para el agente retenedor bajo los presupuestos establecidos en este artículo.
Obsérvese como el legislador y como segunda diferencia entre los impuestos respectos de las retenciones en la fuente, se observa la manera taxativa en que se dan de una forma directa los términos respecto de las retenciones en la fuente, delimitando la responsabilidad de los agentes retenedores que a diferencia de los impuestos y como se mencionó anteriormente  en el  impuesto de renta la norma es de manera más generalizada.

Nótese como a través de la (Ley 2010 de 2019) a través del artículo 101 se modifica el artículo (580 – 1 del Estatuto Tributario) y allí es donde se precisa los 2meses de plazo para el pago de dichas retenciones para que la obligación formal mantenga sus efectos legales; es decir mientras la (Ley 1819 de 2016j) da lugar al inicio de procesos penales que van hasta la pena privativa de la libertad, la (Ley 2010 de 2019) da beneficios permitiendo cumplir con las normas emanadas a partir del marco legislativo.

Entiéndase la importancia de analizar el manejo penal en cuanto a la situación y responsabilidades de cada uno de los contribuyentes, y agentes responsables de retención, pero lo más importante para destacar, es la naturaleza jurídica para la penalización, aun así en Colombia se da mayor responsabilidad a los agentes retenedores que a su vez enfrentan las más graves penas, que cualquier persona sea natural o jurídica que no presente o pague sus impuestos, ya que la norma no es taxativa como en el caso de las retenciones y auto retenciones; por esto precisamente la división de la naturaleza entre los impuestos directos e indirectos , proporcional el nivel de gravedad para la generación de penas privativas de la libertad.

[bookmark: _Toc56539797] CAPITULO II ANALISIS JURISPRUDENCIAL SOBRE LOS PRONUNCIAMIENTOS DE LA LEGISLACION PENAL TRIBUTARIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

A lo largo del tiempo se ha demostrado que la relación penal tributaria, ha sido un tema de discusión y debate sobre el cual  la Corte Constitucional no ha sido exenta de emitir conceptos juicios y contestaciones a la demandas interpuestas por ciudadanos, que encuentran excesos, vacíos y posibles arbitrariedades de la conducta punible, a   partir de la aplicabilidad de estas normas, generando entre sí un debate del marco procedimental tributario desde la modificación del Código Penal Colombiano (Ley 599 del 2000)  y la responsabilidad fiscal de los sujetos pasivos de los tributos nacionales, por lo cual nace un debate generado a partir de pronunciamientos a  favor y en contra de los sujeto pasivos y activos como elementos de la obligación tributaria.

Uno de los primeros pasos de debate se dio a partir de la (Corte Constitucional Sentencia  C-009-2003a), en el cual se demanda la inconstitucionalidad del artículo 402 de la (Ley 599 del 2000), aduciendo que se quebranta el artículo 28, 29, y 158 de la (Constitución Política de Colombia de 1991) al igual que los artículos 10.11.12.13 de la ley 599 de 2.000 por la cual se alude que a partir  de las funciones de los agentes retenedores a título de renta o de IVA para lo cual hace claridad en lo siguiente:
“Primera función la de deducirle a sus acreedores[6] externos o internos, al momento del pago o abono en cuenta, las cantidades que con arreglo a la tarifa estipulada en la ley correspondan a un tributo específico que obra en cabeza de dicho acreedor, por donde el monto detraído  habrá de tener una de dos expresiones en el tiempo, a saber:  i) en una transacción de contado operará la retención afectando la cantidad bruta en sentido decreciente, esto es, disminuyéndola porcentualmente a efectos de determinar el valor neto a pagar en ese instante, ya en efectivo o a través de cualquier otro medio de pago válido.  Evento en el cual la suma deducida, por el sólo hecho de la retención, se convierte en un recurso estatal que temporalmente reposa en manos del agente retenedor, sin que para nada importe el que en algunos casos el medio de pago se haga efectivo en una fecha posterior, toda vez que la naturaleza estatal de la cantidad retenida no depende de la suerte de las relaciones negociales que militen entre acreedor y deudor sino del acto mismo de la retención practicada al momento de la realización del ingreso, que en este caso se configura con el pago (art. 27 E.T.).  ii) asimismo, en una transacción a crédito operará la retención afectando la cantidad bruta en sentido decreciente, esto es, disminuyéndola porcentualmente a efectos de determinar el valor neto a pagar posteriormente, en efectivo o a través de cualquier otro medio de pago válido, registrándose al punto el correspondiente asiento contable que habrá de afectar el pasivo del agente retenedor”. 

Obsérvese que para el legislador se aprecia la importancia de las responsabilidades fiscales de los agentes retenedores dados desde los elementos de la obligación tributaria, pero se marca la referencia a partir de la designación de recaudos de recursos del estado, es decir se da la interpretación de responsable independientemente que exista un pago inmediato o posterior, sobre los valores que disminuyen el valor del pago.
Pero así mismo dentro de la (Corte Constitucional Sentencia C009-2003b) en su numeral 8  afirma los siguientes conceptos:
[bookmark: _ftnref9]“La retención en la fuente, en sí misma considerada, no es un tributo.  Antes bien, es un mecanismo operativo que puede cobijar todo un conjunto de tributos, en orden a obtener su recaudo gradual, en lo posible, dentro del mismo período gravable de su causación.  Ciertamente, como categoría es una herramienta que comparten y utilizan el Estado y los particulares en la esfera impositiva, a efectos de proveer con mayor sentido de oportunidad[9] flujos importantes de recursos que el Tesoro Público requiere para el financiamiento del presupuesto público.  Es por ello también un expedito instrumento de liquidez estatal, y por ende, de cuantiosa utilidad para el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Gobierno frente a los asociados, en tantos destinatarios de los fines del Estado.  Fines que de suyo incorporan una función pública en cabeza del agente retenedor, haciéndolo responsable conforme a los términos de la Constitución y la ley.  De suerte tal que, una vez se tenga la condición de agente retenedor el respectivo agente debe sustraer del valor de la operación económica un determinado porcentaje a título de tributo, a cargo del vendedor del bien o servicio, o del jurídicamente obligado, bajo la premisa de que esa operación corresponda a un hecho generador, que conforme a nuestra actual preceptiva puede estar referido al impuesto sobre la renta y complementarios, al impuesto sobre las ventas y/o al impuesto de timbre”.  

Se observa que la Retención en ninguno de los casos debe considerarse un impuesto, que bien el estado disponga de estos anticipos de las personas jurídicas o naturales que les retuvieron no significa que se catalogue como impuesto y genera liquidez a las obligaciones que tiene el estado y su responsabilidad a través de los agentes retenedores, como sujetos pasivos formales y la DIAN quien percibe en su totalidad los valores recibidos por parte de estos agentes retenedores, pero así mismo leyes como la (Ley 38 de 1969) se amplió la cobertura de aplicación de retención en la fuente por ello se amplía cierta limitación a los salarios y a la retención de pagos de dividendos siendo así el pago de esta retenciones dentro de los “15 días siguientes calendario”.

“Como el tipo penal contenido en el artículo 665 del Estatuto Tributario no contiene la referencia temporal necesaria para efectos de determinar cuándo se configura el hecho típico, resultaría arbitrario y discrecional que el intérprete procediera a integrar la norma con otra u otras que regulan aspectos semejantes, en este caso de carácter administrativo, pues la elección de esas disposiciones puede ser diversa y, en consecuencia, no sólo se violarían los principios de separación de poderes y de legalidad, sino el derecho de libertad de los ciudadanos por la imposición de penas privativas de la libertad en eventos determinados ex post facto”.

No solamente la (Corte Constitucional Sentencia C009-2003c) citando la (Ley 75 de 1986)   existen normas que penalizan el no pago de las retenciones en la fuente, como fuente de recursos públicos y que generalizan el no pago como peculado, generando responsabilidades penales a los agentes responsables de retención en la fuente; para ello la (Ley 75 de 1986) despenalizó el no pago de retenciones en la fuente, y modificó en general el marco tributario que se regía para la época, siendo así para mejorar la Armonización entre la relación contribuyente estado.

Sin lugar a duda y a través de  la (Corte Constitucional Sentencia C009-2003d) citando la (Corte Constitucional Sentencia C-1144 de 2000) se mencionó al respecto

“Entonces, es legítimo que la ley haya asignado a los agentes retenedores no sólo una función pública específica como es la de recaudar dineros oficiales producto de las obligaciones fiscales de los coasociados, sino también una responsabilidad penal derivada del incumplimiento de sus deberes que, para el caso, se asimilan a los de los funcionarios del Estado que manejan dineros de propiedad de la Nación. Recuérdese que, por expreso mandato del artículo 63 del Código Penal, “Para todos los efectos de la ley penal son empleados oficiales los funcionarios y empleados públicos, los trabajadores oficiales, los miembros de las corporaciones públicas o de las fuerzas armadas, y toda otra persona que ejerza cualquier función pública, así sea de modo transitorio, o estuviere encargada de un servicio público.”

La importancia y el compromiso que se le da al agente retenedor a través de la sentencia en estudio, es ejercer las responsabilidades más allá de ser sujeto pasivo directo, y estas se emanan en función de la administración de impuestos como primer recaudador no de un impuesto precisamente, sino de anticipos de impuestos por lo cual se generan responsabilidades de recursos públicos vinculados hacia el delito de peculado, pero a la vez el demandante hace referencia al artículo 29 de la (Constitución Política de Colombia) el cual indica la relación respecto de la libertad y “En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad”

Dentro del debate generado por la modificación del artículo 402 del Código penal cabe recalcar la inconstitucionalidad que se le quería dar a este artículo, aduciendo que  no son contribuyentes frente al recaudo de las retenciones  sus terceros o implicados en transacciones generadoras sujetas a retención en la fuente, pues si bien es cierto la figura de intermediador no da pie para la obtención de una responsabilidad fiscal en la cual se da a partir de las condiciones dadas para ser agente retenedor, y se debía dar un tratamiento diferente a la aplicación y la figura de estas personas ya que se genera un pasivo a favor del estado.

La (Sentencia  557 de 2019) de la Corte Constitucional es una de las sentencias con mayor relevancia dentro del tema penal tributario en Colombia,  la demanda interpuesta por los ciudadanos ataca el  artículo 63  de la (Ley 1943 de 2018),  la cual expidió normas de financiamiento para el establecimiento del equilibrio del presupuesto General de la nación  y otras  disposiciones,  esta última declarada inexequible por la  (Sentencia 481  de 2019) de la Corte Constitucional a groso modo la corte constitucional declara la inexequibilidad de esta última  por encontrar vicios de procedimiento en su formación

Para el caso que nos compete dicho artículo  modificar el capítulo 12 del título XV de la (Ley  599 de 2000b),  los demandantes aducen qué dicha modificación desconoce la separación de poderes contemplada en el artículo 113 de la (Constitución política de Colombia), igualmente el principio de  legalidad en el ejercicio de la acción penal contemplado también en el artículo 250 superior,  todas estas afirmaciones en primera medida se hicieron porque el título XV delega el inicio de la acción penal a  una entidad gubernamental administrativa cómo lo es la DIAN.

En Colombia esta figura está cargo de la Fiscalía General de la nación; y lo dispone la Constitución política,  otro de los aspectos importantes para el caso es que la DIAN  a su vez puede elegir sobre quien recae la acción penal,  para resolver esta controversia la corte constitucional se valió de la facultad que tiene para solicitar pronunciamientos sobre el tema de aquellas entidades  que  conocen  del asunto como también  de  instituciones universitarios que puedan dirimir el debate. 

Dentro de los aportes más relevantes para el estudio del caso y  a favor de la exequibilidad de la norma se encontró argumentos tales como: no es cierto lo que afirman los demandantes en primer lugar porque la Constitución si permite  que otras autoridades soliciten  la acción penal en ciertos casos,  al respecto la universidad externado de Colombia afirma que en Colombia también existe una división de poderes lo que permite una colaboración armoniosa entre las entidades para llegar a la satisfacción Y finalidades del estado,  así mismo que la solicitud previa es importante para tener claridad sobre la acción penal que no es iniciada como tal por la DIAN.

Precisamente  esta es la  que hace una solicitud previa  de la apertura del proceso penal más no traslada funciones exclusivas de la fiscalía general  al Departamento de impuestos,  en este orden de ideas el ministerio de justicia y derecho  en una colaboración objetiva  y asertiva  sostiene que la acción a la que se le atribuye el artículo 63 de la (Ley 1943) es razonable y necesaria en la proporción de que la dirección de impuestos y aduanas nacionales es  la entidad idónea por sus funciones para determinar de manera objetiva, Clara, expresa y bajo sus propios criterios los cargos a los que aduce el capítulo 12 .   En contraposición  como es natural del cargo objeto de debate  Y a favor de  la inexequibilidad  del termino  ¨solo¨ de la norma acusada interviene el Procurador General de la nación.

Para este el término con este termino pareciera que la fiscalía necesitara una pre aprobación del ente gubernamental para iniciar la acción penal dentro de los  delitos que surgen en contra de  la administración pública, lo cual para este servidor es reprochable porque La Fiscalía General es una autoridad independiente,  dicho esto la corte debe  resolver el problema jurídico en cuanto a que los delitos de omisión de  activos o inclusión de pasivos inexistentes y  defraudación o  evasión tributaria deben iniciarse  previa solicitud del director general de la DIAN y  determinar si la norma acusada y  las pretensiones de la demanda se ajustan al ordenamiento constitucional y por ende si  están materializados los principios de legalidad Y colaboración armónica entre las ramas del poder público.

Por ende  la sala plena se pronunció a través de la (Sentencia 557 de 2019) de la Corte Constitucional y lo ratifica a través del siguiente texto:

Para la Sala, dicha disposición no desconoció los artículos 113 y 250 de la Constitución Política por tres razones. Primero, las finalidades de la medida legislativa son legítimas: tiene por objeto disuadir la evasión y el abuso en materia tributaria, a fin de aumentar el recaudo fiscal. Segundo, la solicitud previa a la DIAN o a la autoridad tributaria competente para ejercer la acción penal respecto de estos delitos es una medida idónea para alcanzar estas finalidades: se trata de un requisito de procedibilidad que obedece al carácter especial y técnico de los tipos penales que regula. Tercero, la medida legislativa es proporcional. Esto, por cuanto el requisito de procedibilidad que prevé la norma no dispone una facultad discrecional en favor de la DIAN que limite, por tanto, la competencia constitucional para investigar de oficio los delitos tipificados por el artículo 63 sub examine. Por el contrario, promueve el principio de colaboración armónica (artículo 113 de la Constitución) y garantiza el principio de legalidad en el ejercicio de la acción penal (artículo 250 de la Constitución). Lo primero, por cuanto garantiza la cooperación entre la DIAN, entidad encargada de la verificación y fiscalización de las obligaciones tributarias, y la Fiscalía General de la Nación, órgano encargado de ejercer la acción penal respecto de la comisión de las conductas tipificadas como delito. Lo segundo, porque, sin perjuicio del proceso de determinación de la obligación tributaria en el que la DIAN verifica el cumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo del contribuyente, la Fiscalía General de la Nación tiene la titularidad para ejercer la acción penal respecto de tales delitos

 La (Sentencia 290 de 2019) de la Corte Constitucional resuelve  demanda con cargo único de inconstitucionalidad en contra el artículo 339 parcial de la (Ley 1819  de 2016j),  que modificó el artículo 402 de la ley  599 del  2000, por la violación del artículo 29 superior

   Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

El ciudadano demanda que la norma desconoce el principio de proporcionalidad en cuanto a la garantía del debido proceso porque en dicha norma se exige el  pago de intereses como requisito para la terminación del proceso penal por el delito de” omisión del agente retenedor o recaudador” a pesar de que dichos intereses no hacen parte del tipo penal, aduce el demandante.  Por otro lado afirma que en cuanto a los procesos penales tiene que existir una proporcionalidad, lo cual exige un  mínimo de correspondencia entre la regla de terminación del proceso penal y  la conducta tipificada.  Entre las intervenciones más relevantes dentro de Esta sentencia se le dará   relevancia a la  de la Fiscalía General de la nación, La DIAN Y el Instituto Colombiano de derecho Tributario,  quienes por un lado y bajo conceptos y perspectivas uniformes  aportan conceptos fundamentales que con llevan a legislador  a declarar exequible la norma acusada,  como también hallazgos significativos que para el estudio materia investigación  darán  fundamentos importantes en el desarrollo del propósito académico .

Como primera medida afirman que el legislador cuenta con un amplio margen de configuración en el diseño de la política penal que incluye la fijación de las causales de extinción de proceso, especialmente en cuanto a lo penal,  se referencia  apartes de la sentencia (C-828  de 2010) de la Corte Constitucional,  en la cual se manifiesta  que en un Estado social de derecho,   el proceso penal se rige racionalmente y que está conformado por diversas etapas  y   ritualidades,  rodeado igualmente de un conjunto de garantías judiciales, encaminado a determinar la posible responsabilidad penal de un individuo, cuya conducta a  vulnerado uno  o varios derechos fundamentales o determinados bienes jurídicos constitucionalmente relevantes, para este caso el patrimonio público y  el orden económico y social,  en efecto el proceso penal tiene como principal finalidad la determinación de la responsabilidad penal de un individuo por tanto el derecho penal va a  cumplir importantes finalidades dentro del Estado social de derecho que van más allá de la responsabilidad Penal del individuo tales como la materialización de los derechos de las víctimas, la justicia Y la reparación,  de la misma manera en el acto legislativo 03 de  2002 en el  cual se han precisado  nuevos parámetros al legislador para establecer la ritualidad del proceso penal ,al igual que la preservación de precisas y excepcionales facultades judiciales en cabeza de la Fiscalía General de la nación sin romper las reglas propias de los elementos esenciales del nuevo sistema penal acusatorio, 

En segunda medida la norma acusada persigue propósitos constitucionales tales como la protección de los recursos públicos, el resarcimiento de los perjuicios sufridos por el estado Y desestimular el  indebido manejo de recursos públicos,  para la protección de la administración pública en cuanto el pago de los intereses se encuentra íntimamente relacionado con el fundamento temporal del tipo penal,  porque la previsión de intereses moratorio hace parte de el pago de las obligaciones tributarias.  esto ajustado a la carta política en cuanto al pago de estos, se  consideran  los intervinientes  es facultativo,  ya que el agente puede enfrentar el proceso penal en el que operan las garantías procesales por ende el desconocimiento de los intereses generaría un trato inequitativo con las personas que cumple sus deberes tributarios de manera oportuna ,  con base a  lo anterior y  en cuanto a la demanda los anotados intervinientes coinciden es que no se  desconoce  las garantías que se derivan del artículo 29 de la  constitución política de Colombia en particular el principio de proporcionalidad. 
Otro argumento importante se da a cargo  del ministerio de hacienda,   el cual afirma que la condición demanda-Pago de intereses, tiene una relación evidente con el tipo penal por cuanto los intereses de mora son la consecuencia pecuniaria por la apropiación indebida de recursos públicos recaudados por el agente  de tal manera que esto apoya la función preventiva de la pena en cuanto a los intereses están relacionados con el fundamento temporal del tipo penal y  se trata de la condición para que la lesión del bien jurídico protegido deje de tener relevancia para el sistema penal.

 Para resolver este problema jurídico la sala reconoció la amplia potestad que tiene el legislador en los procesos judiciales, advirtiendo  que para el caso concreto en ningún momento se viola  un derecho  fundamental, en el caso del juicio de proporcionalidad para lo cual la sala negó  su vulnerabilidad ya que la norma acusada protege los recursos públicos, la disuasión y la reparación de la víctima las cuales son legítimas desde el punto de vista constitucional,  por ende la terminación del proceso penal no está en ningún momento prohibido por la Constitución política de Colombia,  Y que dentro de las condiciones dadas por el legislador en este caso son adecuadas para el cumplimiento  del fin de la pena que en  este caso resulta  en resarcir los daños causados por la omisión y las consecuencias que  se desprendan de esta.
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El Gobierno en su búsqueda de desarrollar una estrategia que pueda mejorar la lucha contra el fraude fiscal, emitió la (Ley 1819 de 2016k), en la cual, se adopta una reforma tributaria estructural y se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, pero con esta ley, se han generado ciertas disertaciones sobre la legalidad de situaciones tributarias que no representan una falta tributaria de tipo penal o discutir sobre la elusión fiscal como un acto no delictivo, siendo completamente legal y extremadamente sabia.

El minimizar los impuestos requiere una hábil planificación fiscal, y es allí, cuando la elusión fiscal requiere una planificación anticipada y casi todas las estrategias fiscales utilizan una (o más) de estas alternativas para estructurar transacciones y reducir sus impuestos.

Cuando se minimizan las rentas imponibles, se maximizan las deducciones fiscales y los créditos fiscales, esto demuestra que existen acciones donde la planificación fiscal tiene un vacío legal que requiere mayor control, si bien, las estimaciones por su naturaleza son inexactas, cuanto más precisa pueda ser, mejor será la planificación.

De acuerdo a la información recopilada, el gobierno ha intentado proponer reformas tributarias que eviten estas acciones en las empresas, es por ello, que una de las reflexiones se dirige a la planificación fiscal en Colombia, muchos de los sujetos pasivos, evalúan varias opciones fiscales de cómo realizar transacciones comerciales y personales con el fin de reducir o eliminar su obligación fiscal.

Desde un punto de vista económico y de acuerdo a las consideraciones penales legales, la elusión fiscal, la evasión y los fraudes fiscales tienen efectos similares, es decir, tendrán situaciones financieras encaminadas a la reducción de la rentabilidad de los ingresos y la carga fiscal o el impuesto a declarar. Sin embargo, debido a diferencias legales y preocupaciones morales, es probable que las personas las perciban como diferentes y desigualmente justas. 

Resulta importante diferenciar la elusión y evasión fiscal en Colombia, esto con el fin de lograr determinar los tipos de sanciones y las penas legales a las cuales se exponen los contribuyentes y agentes retenedores.
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Para las personas que tienen que declarar impuestos, han confundido el significado de la evasión fiscal y la elusión fiscal. Estos dos términos a veces se usan indistintamente, pero de hecho son sorprendentemente diferentes. Un punto a destacar es que la elusión fiscal es  legal, mientras que la evasión fiscal no lo es.

La elusión fiscal es el acto de minimizar la responsabilidad fiscal dentro de los límites de la ley o sin infringir la ley. En otras palabras, los contribuyentes pueden utilizar métodos legítimos para reducir el monto del impuesto a pagar en sus empresas con las actividades financieras generadas en la actividad principal. Dichos métodos para permitir que los contribuyentes eviten pagar impuestos al gobierno pueden incluir los siguientes:

· Recurrir a las deducciones fiscales establecidas por el gobierno para reducir los gastos comerciales y la factura de impuestos comerciales.
· Retrasar el pago de impuestos que permita acogerse a planes de financiamiento.
· Mantener créditos hipotecarios, con intereses deducibles de renta

También debe tenerse en cuenta que la búsqueda de reducciones de obligaciones fiscales mediante la elusión fiscal no es penalmente tipificada como un delito  penal tributario lo que no quiere decir que la ser verificada esta conducta no se incurran en sanciones de índole administrativo. El empleo de prácticas de elusión fiscal si es inapropiado en algunos casos  puede llevar al contribuyente a ir más allá llegando a la línea de la evasión fiscal, por lo tanto, es importante, no violar la legislación.

Es aconsejable que tanto las personas naturales como las jurídicas obtengan un buen conocimiento relevante antes de utilizar cualquier estrategia fiscal para minimizar los impuestos. También se recomienda a las empresas que sea mejor que contraten a expertos financieros para obtener asesoramiento legal sobre la manera más eficiente en materia de tributos.
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A diferencia de la evasión fiscal, así como otros delitos fiscales penales, se requiere que el gobierno demuestre que un contribuyente violó intencionalmente una obligación legal conocida. En consecuencia, el error de un contribuyente sobre lo que exige la ley tributaria no respaldará una condena penal. Y la creencia de un contribuyente de que su posición fiscal era legítima debería negar la intención delictiva.

Entonces, si se comprueba que su situación fiscal es compatible con la ley, solo debe enfrentar sanciones civiles. Sin embargo, si sabe que su posición fiscal infringe la ley, puede enfrentar sanciones penales. Pero, ¿es realmente así de simple? lo único en lo que todos los profesionales de impuestos pueden estar de acuerdo es que la legislación fiscal no siempre es clara. Y si la ley con respecto a una determinada posición fiscal no es clara, ¿cómo podría la DIAN probar que un contribuyente sabía lo que la ley requería e intencionalmente violó la ley?

Aunque cada caso es diferente, cuando se evalúa si un contribuyente debe enfrentar sanciones penales, la DIAN generalmente observa de cerca la intención del contribuyente antes, durante y después de que se reclame el beneficio fiscal. Pero en casi todos los casos, la DIAN evalúa la intención del contribuyente con respecto a las diversas transacciones y actividades relacionadas con la posición fiscal reclamada y la evaluación de la intención de la DIAN y el gobierno más allá de la mera cuestión de la legalidad de la posición fiscal reclamada puede conducir a un trato aparentemente inconsistente: dos contribuyentes separados pero en una situación similar pueden participar en las mismas transacciones que resultan en los mismos beneficios fiscales, pero uno puede enfrentar sanciones penales mientras que el otro se enfrenta a una simple auditoría.

La evasión fiscal, resulta un intento de reducir su obligación tributaria mediante engaños, evasivas u ocultamiento, pero cómo la planificación fiscal puede llegar a cruzar la línea y convertirse en un fraude fiscal ilegal?, y es cuando se pueden detectar algunas de las actividades delictivas más comunes en violación de la ley tributaria:

· Omitiendo o subestimando ingresos. Lo que se demuestra en muchas ocasiones el disfrazar los ingresos que pueden considerarse fraudulentos. Como puede ser el ocultar recibos o transferencias bancarias a otras cuentas.

· Llevar doble contabilidad y registrar entradas falsas. Estas acciones contables, se presentan con mayor frecuencia en las empresas que generan transacciones comerciales con la intención de no registrar todas las operaciones para el reconocimiento contable y legal dentro de la empresa.


· Solicitar deducciones mayores o falsas una declaración. A pesar de tener legalmente ciertos límites tributarios para el reclamo de las deducciones, estas no pueden ser cuantificada en sin un fundamento tirbutario acorde con las operaciones del contribuyente. 

· Declarar gastos personales como gastos comerciales. Uno de los actos más comunes que se perciben en las declaraciones tributarias, porque se mezclan los gastos personales con los incurridos en la actividad principal.


· No reconocer ni transferir activos o ingresos. Ocultar los ingresos o no reconocer activos en los registros de las operaciones diarias, se consideran actos ilícitos, o fraudes fiscales.

· Ser partícipe de una transacción falsa.  Disfrazar operaciones financieras, pagos,  el ingreso de dinero y el reconocimiento de intereses pagados por transacciones de créditos, son deducciones que no deben ser reconocidas legalmente.

· Elaborar facturas falsas. Son utilizadas para demostrar compras o ventas irregulares que pueden utilizarse en el lavado de activos, desfalcos, sobornos entre otros, que incentivan el fraude fiscal. Por ello, se debe tener un control de los orígenes de las compras y las ventas, que no cuenten con evidencia o soportes legales para justificar las operaciones realizadas. 


· Destrucción de registros contables. Documentos que representan evidencia financiera, contable o económica en las transacciones y relaciones económicas que sean eliminadas ya sea física, digital o electrónicamente, representa una de las faltas que se reconocen como delito de ocultamiento de documento público o privado.

En pocas palabras, hay dos instrumentos por los que los contribuyentes suelen optar para minimizar su responsabilidad fiscal, entre ellos la elusión fiscal y la evasión fiscal. Cada método se asocia de una manera diferente para la reducción de impuestos. Sin embargo, hay que tener en cuenta que la elusión fiscal es una práctica legal. Por el contrario, la evasión fiscal no lo es y se considera un medio de fraude en la mayoría de los casos.

Sanciones administrativas y Delitos penales
Con la legislación en Colombia, la evasión de impuestos es sancionable administrativamente,  con la (Ley 1819 del 29 de diciembre de 2016l), se enuncian sanciones al igual que en el Estatuto Tributario Nacional donde se señala:
· Sanción Por no Declarar
Art. 643. Sanción por no declarar. Modificado- Los contribuyentes, agentes retenedores o responsable obligados a declarar, que omitan la presentación de las declaraciones tributarias, serán objeto de una sanción de acuerdo a los casos de omisión que se determinan en el artículo en mención.

Es una de las sanciones que más se reconocen en la declaración de tributos, solo que deberían modificar el término omisión, ya que, esto no representaría un delito punible, y es una de las discusiones que se han generado últimamente con los muchos desfalcos presentados directamente desde la DIAN con los mismos empleados, lo que hace que se sigan presentando estas situaciones tributarias sin ningún reconocimiento penal.

· Sanción Por Evasión Pasiva
Art. 658-2. Sanción por evasión pasiva. “Articulo Adicionado- Las personas o entidades que realicen pagos a contribuyentes y no relacionen el correspondiente costo o gasto dentro de su contabilidad, o estos no hayan sido informados a la administración tributaria existiendo obligación de hacerlo, o cuando esta lo hubiere requerido, serán sancionados con una multa equivalente al valor del impuesto teórico que hubiera generado tal pago, siempre y cuando el contribuyente beneficiario de los pagos haya omitido dicho ingreso en su declaración tributaria.
Sin perjuicio de la competencia general para aplicar sanciones administrativas y de las acciones penales que se deriven por tales hechos, la sanción prevista en este artículo se podrá proponer, determinar y discutir dentro del mismo proceso de imposición de sanción o de determinación oficial que se adelante contra el contribuyente que no declaró el ingreso. En este último caso, las dependencias competentes para adelantar la actuación frente a dicho contribuyente serán igualmente competentes para decidir frente a la persona o entidad que hizo el pago.”

Es una de las sanciones que estaría siendo aplicada directamente a la evasión de impuestos, pero con vacíos fiscales, teniendo en cuenta, que no se explicitan las evasiones en fondos con empresas similares y los traspasos bancarios sin reconocimiento tributario.

· Sanción por omitir ingresos o servir de instrumento de evasión.

Art. 669. Los responsables del impuesto sobre las ventas pertenecientes al régimen común, que realicen operaciones ficticias, omitan ingresos o representen sociedades que sirvan como instrumento de evasión tributaria, incurrirán en una multa equivalente al valor de la operación que es motivo de la misma. 

Esta multa se impondrá por el Administrador de Impuestos Nacionales, previa comprobación del hecho y traslado de cargos al responsable por el término de un (1) mes para contestar.

Una de las operaciones más frecuentes de evasión de impuestos y con menos control, son las relacionadas con el Impuesto sobre las ventas (IVA), si en Colombia se propusieran los tipos de conductas penales relacionadas con la evasión de impuestos relacionadas con la cuantía, se podría equilibrar la fuente de ingresos al Estado, atenuando el tan llamado déficit fiscal que se presenta actualmente, y reconociendo esa disminución, este valor representaría un ingreso en  el presupuesto de políticas públicas básicas que cubrirían necesidades de la población del país.

Teniendo en cuenta estas sanciones y las muchas reformas tributarias que se han presentado en nuestro país, es claro que en la llamada ley de financiamiento (Ley 1943 de 2018), se introdujo al Código Penal el delito de defraudación o evasión tributaria, como una conducta punible que puede implicar hasta cinco años de prisión para quien la cometa, pues el tratamiento dado  hasta el momento por el Gobierno, es el consistente en aplicar a quienes realicen aquellas conductas con sanciones pecuniarias pero en el artículo 434A del (Código Penal) se enuncian los delitos de omisión de activos o inclusion de pasivos inexistentes, como el artículo 434B defraudación o evasión tributaria.

· Delito por omisión de activos o inclusión de pasivos inexistentes.  

Es muy recurrente la omisión de activos en las declaraciones de renta, y elevar los pasivos para disminuir la cuantía impositiva, es por ello, que el contribuyente que sea investigado y se detecte este acto, será considerado delito penal.
Artículo 434-A. Omisión de activos o inclusión de pasivos inexistentes

El contribuyente que omita activos o declare un menor valor de los activos o declare pasivos inexistentes, en la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios, por un valor igual o superior a 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, definido por liquidación oficial de la autoridad tributaria, incurrirá en prisión de 48 a 108 meses de prisión.

El valor de los activos omitidos o de los declarados por un menor valor, será establecido de conformidad con las reglas de valoración patrimonial de activos del Estatuto Tributario, y el de los pasivos inexistentes por el valor por el que hayan sido incluidos en la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios.
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De acuerdo al código penal se puede decir que es una conducta intencional para derrotar las leyes del impuesto sobre la renta ya sea cómo persona natural o jurídica y que resulte engañando al gobierno, este se considera delito. 
Art. 434B. Defraudación o evasión tributaria. Siempre que la conducta no constituya otro delito sancionado con pena mayor, el contribuyente que dolosamente, estando obligado a declarar no declare, o que en una declaración tributaria omita ingresos, o incluya costos/gastos ficticios, o reclame deducciones fiscales, retenciones o anticipos improcedentes, y se liquide oficialmente por la autoridad tributaria un mayor valor del impuesto a cargo por un valor igual o superior a 250 salarios mínimos legales mensuales vigentes ($207.029.000 valor según SMLMV 2019) e inferior a 2500 salarios mínimos legales mensuales vigentes ($2.070.290.000 valor según SMLMV 2019), el contribuyente será sancionado con pena privativa de la libertad de 36 a 60 meses de prisión y multa del cincuenta por ciento (50%) del mayor valor del impuesto a cargo determinado. Al igual, Si el monto del impuesto a cargo liquidado oficialmente es superior a 2500 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inferior a 8500 salarios mínimos legales mensuales vigentes ($7.038.986.000 valor según SMLMV 2019), las penas previstas en este artículo se incrementarán en una tercera parte; en el evento que sea superior a 8.500 salarios mínimos mensuales legales vigentes, incrementando la pena en la mitad.

Es de aclarar, que tanto en la omisión de activos y la evasión son consideradas acciones penales solo si se hace una solicitud previa del Director General de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN o la autoridad competente, de acuerdo a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, que deben ser expresos en la solicitud.  

La acción penal se extinguirá solo si el contribuyente presente o corrija la declaración o declaraciones, realizando los pagos respectivos de los impuestos, las sanciones impuestas, los intereses generados y las multas correspondientes, teniendo claridad en el cálculo del valor del mayor impuesto a cargo liquidado oficialmente, siempre y cuando sea menor a 8500 salarios mínimos mensuales legales vigentes.

· Destrucción, supresión y ocultamiento de documento privado

Cuando se incurra en alteraciones de documentos originales obtenidos del contribuyente o de terceros, estos no deben ser marcados, duplicados, perforados ni eliminados de ninguna manera por el contribuyente y agente retenedor.
Artículo 293. Destrucción, supresión y ocultamiento de documento privado. El que destruya, suprima u oculte, total o parcialmente un documento privado que pueda servir de prueba, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a ciento ocho(108) meses.

· De los subrogados penales 

Cabe resaltar que  la legislación penal colombiana es rigurosa frente a  los delitos dolosos   en contra de la administración publica por la cual no reconoce ningún subrogado penal para este tipo penal. 

Artículo 68-A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se      concederán la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo(…)Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración.
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Con la reforma tributaria (Ley 1819 2016m), en la cual se enuncian mecanismos para el control de evasión, aplicables al fortalecimiento del control y la fiscalización, al igual que determinar medidas de carácter sancionable que han sido mejoradas, como resultado del índice en la evasión tributaria en Colombia, tanto en el IVA como el impuesto de Renta entre otros.

Algunos de los controles vigentes que evitarán la evasión en el país: (Reforma Tributaria, 2016).

1. Penalización de la evasión fiscal: En Colombia el delito por evasión de impuestos, se tipificó inicialmente en la  (Ley 1819 de 2016n) y con la ley de financiamiento, se complementó con la defraudación fiscal en la cual se determinan las condiciones a quién se le imputa el cargo.

2. Fortalecimiento de la Dian:  En su afán por mejorar los servicios tributarios, el control y la fiscalización, la DIAN realizó ajustes en la plataforma tecnológica MUISCA y la contratación de empleados capacitados en el tema tributario 

3. Pagos en efectivo: El implementar límites para la generación de gastos en efectivo en las empresas, siendo esta una forma de elusión que pueden deducir en el impuesto de renta, se ha convertido en un procedimiento ilegal de evasión fiscal, por ello, es importante el límite de individualidad en las transacciones, así los gastos en efectivo no podrán superar los $3.000.000, lo que permite mayor control en estas operaciones comerciales y que se pueda tener un registro en el sistema, evitando la evasión sin contar con la factura. 

Es así, que la elusión y la evasión fiscal se produce hoy en la línea divisoria entre actividades lícitas e ilícitas, entonces, el pago de impuestos es el mayor temor de los contribuyentes, por las posibles sanciones que sufrirían si adoptan la opción equivocada. El fenómeno de la aplicación de sanciones y la determinación cómo delito en el código penal, es un actuar del gobierno en la lucha contra la evasión fiscal. 

Por tanto, en la aplicación de las normas tributarias y penales, harán que se cambien las actitudes de los contribuyentes, junto con el exponencial cambio de de la administración tributaria hacia los contribuyentes mediante el desarrollo de una asociación entre ellos.
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Para concluir, en Colombia son evidentes las diferentes posiciones legales, siendo cuestionadas por juristas y profesionales en tributaria, partiendo de las reformas tributarias que se han decretado en la historia legal del país. Por ello, la autoridad de impuestos se enfrenta a un desafío y la probabilidad de una responsabilidad adicional sustancial, los contribuyentes deben ser cuidadosos contra la posibilidad de una remisión delictiva. Si bien es poco común, las referencias criminales pueden ser devastadoras. Afortunadamente, al tomar las precauciones adecuadas y evitar ciertas conductas sospechosas identificadas por la DIAN, los contribuyentes pueden minimizar en gran medida su riesgo.

Es importante cuestionar si las reglas de prescripción en materia penal son examinados en los sistemas legales, las normas procesales o sustantivas son complejas bajo un análisis jurídico comparativo, lo que se demuestra en las situaciones expuestas dentro del proyecto de investigación, incluso, es posible identificar características comunes que permiten que esos sistemas tributarios y penales sean divididos dentro de un ámbito procesal y  bajo normas sustantivas.  Sin embargo, esa aparente convergencia entre las legislaciones nacionales y la naturaleza de esas normas no puede ser determinada sobre la base de la ley o únicamente de la jurisprudencia.

Este estudio jurídico comparado estas normas sustantivas son parte integrante del principio de la legalidad de las sanciones tributarias y delitos penales, en particular, del principio de la irretroactividad del derecho penal más severo. Sin embargo, las normas de prescripción relativas a delitos pueden ser excepciones mediante la ampliación de los plazos, porque estas sanciones se refieren a las condiciones de responsabilidad penal, y que la única condición que rige la imposición de una sanción penal es el hecho de que la conducta es punible en el momento que esa conducta ocurra.  

Con el estudio realizado se determinan características comunes que permiten identificar los tipos de sanciones y delitos fiscales, y en lo que respecta a su naturaleza, el  sistema legal en Colombia cuenta con mecanismos fiscales sobre los actos o decisiones judiciales que deben ser controladas, fiscalizadas o dictadas exclusivamente por la autoridad competente.

En el apartado del establecimiento entre la legislación en materia tributaria y penal, siendo estas reglas sustantivas o reglas de naturaleza híbrida, la convergencia de las leyes nacionales no es tan marcada cuando se trata de la cuestión tributaria, siendo cubiertas por el principio de legalidad en los procesos penales y por  otra parte, estaría el principio de irretroactividad en los delitos más severos donde la ley se aplica con limitaciones legales.  

Finalmente al describir la diferencia entre la elusión y la evasión fiscal como forma lícita e ilícita utilizada para reducir una obligación tributaria, permitió generar un esquema de los actos que se consideran fraudes y los que se darían como acciones tributarias legales, pero se concluyen que las personas naturales y jurídicas cuando cruzan la línea de formas lícitas a ilícitas, tienen un mismo objetivo y es el evitar el pago de impuestos.  En consecuencia, los esfuerzos comerciales para reducir la obligación tributaria o para evitar el pago de impuestos debe hacerse operando en la letra de la ley o vinculando legalmente las reglas, que está permitido por la autoridad competente, que vincule las reglas y los métodos legales  que permitan disminuir la evasión de impuestos. Por lo tanto, cada una de las acciones tomadas por la persona encargada de la generación y control de los tributos ya sea el auditor, abogado, asesor o consultor tributario debe determinar las obligaciones tributarias de acuerdo a la reglamentación tributaria que eviten consecuencias no deseadas ante las autoridades fiscales y el gobierno.
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